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Aspectos generales. La organizacién del Gobierno

Las reformas estatutarias producidas en el afio 2006, asi como aquellas otras
que se estan tramitando, abarcan no sélo los aspectos de atribucién de compe-
tencias a las CCAA o los de relacién de éstas con el Estado, cuestiones que ata-
fien a la posicién respectiva que ocupan ambas instancias territoriales, sino que
también afectan, en lo que aqui interesa, a la regulacién de la propia organizacién
institucional de la comunidad auténoma. En muchas ocasiones se ha sefialado,
sobretodo en relacién con los primeros estatutos, que se dedicé menor atencién
a la materia institucional y organizativa, habida cuenta de que lo que en aquel
momento primaba era la necesidad de delimitar el alcance de las autonomfas
nacientes frente al Estado.

En el momento actual, después de afios de prictica de la autonomia politica,
puede decirse que ha aumentado sensiblemente la conciencia acerca de la necesi-
dad de completar el contenido organizativo de los estatutos, tanto en lo que atafie
a la organizacién institucional béisica de la comunidad auténoma y a los demis
érganos estatutarios, como en lo que atafie a la organizacion territorial. Sin per-
juicio de las referencias posteriores a especificas instituciones, sefialamos ahora
algunas de las novedades de mayor interés.

Como aspectos especificos mis destacables, debe sefialarse, en Cataluiia, la
regulacién estatutaria de la figura del consejero primero (art. 69), figura hasta
ahora de simple prevision reglamentaria (Gobierno Pujol) o de regulacién legal
(Gobierno Maragall). Su existencia no es necesaria, puesto que depende de su
efectivo nombramiento por el presidente de la Generalitat, pero una vez nom-
brado, la ley debe garantizarle un niicleo de competencias propias, ademis de las
delegadas por el presidente. Esta f6rmula supone una excesiva rigidez, como se
ha puesto de manifiesto en la formacién del primer gobierno post-estatutario,
que al ser de coalicién, ha imposibilitado el acuerdo en la atribucién de esta figu-
ra a uno de los socios, y ha provocado el nombramiento de un vicepresidente, no
previsto en el estatuto, bajo la denominacién de consejero de la vicepresidencia.
En cambio, el Estatuto andaluz prevé, simplemente, la posible existencia de vice-
presidentes, sin asignacién de competencias propias.

En Andalucfa, precisamente, se ha aprobado la Ley 6/2006, del Gobierno,
desgajando su regulacién de la Ley de 1983, que lo contemplaba conjuntamen-
te con la Administracién. Sigue en lo sustancial la ley del Gobierno estatal y, en
concreto, en lo que se refiere al procedimiento de ef;boracién de disposiciones
reglamentarias.
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Por su parte, la propuesta de reforma del Estatuto de Aragén incluye como
novedad la referencia al marco territorial e institucional autonémico, elevando de
rango 6rganos que hasta ahora se encuentran regulados a nivel legislativo ordi-
nario: el Consejo Consultivo, que reemplaza a la Comisién Juridica Asesora, el
Consejo Econémico y Social y la Cdmara de Cuentas

Regulacién administrativa general, reforma e innovacién administrativas

Las reformas de los estatutos, en particular de Catalufia y de Andalucia, dedi-
can una cierta atencidn a la administracién publica de la respectiva Comunidad,
con la incorporacién de nuevos principios, criterios e instrumentos de moderni-
zacién y actualizacién.

Es ejemplificativo el articulo 133 del texto definitivo del Estatuto andaluz,
que contiene los principios de actuacién y gestién de competencias: «La Admi-
nistracién de la Junta de Andalucia sirve con objetividad al interés general y actda
de acuerdo con los principios de eficacia, eficiencia, racionalidag organizativa,
jerarquia, simplificacién de procedimientos, desconcentracién, coordinacién, coo-
peracién, imparcialidad, transparencia, lealtad institucional, buena fe, proteccién
de la confianza legitima, no cﬁscriminacién y proximidad a los ciudacs)anos, con
sujecién a la Constitucidn, al Estatuto y al resto del ordenamiento juridico». A
ello se afiade la representacién equilibrada de hombres y mujeres en los nom-
bramientos de 6rganos directivos y colegiados o consultivos, asf como la previ-
sién de 6rganos propios de resolucién de conflictos en la funcién publica.

El Estatuto catalin se refiere igualmente al principio de transparencia, y a la
obligacién de hacer piblica toda la informacién necesaria para que los ciudada-
nos puedan evaluar Ta gestién de la Administracién (art. 71) y el de Andalucia
obliga a establecer la evaluacién de las politicas publicas (art. 136). Es también
habitual la referencia a las cartas de servicios, o de derechos y deberes de los
usuarios, e incluso en los capitulos referidos a los derechos estatutarios se alude
alos derechos al acceso a los servicios piiblicos, la obligacién de fijacién de estin-
dares prestacionales, etc. En fin, se incluye la proclamacién del derecho a una
‘«buena administracién», art. 30 Estatuto Catalufia, art. 31 Estatuto Andalucia),
que toma asf carta de naturaleza a partir de su origen comunitario.

En definitiva, se aprecia en los estatutos la sensibilidad por prefigurar una
nueva visién de la administracién, dar unidad conceptual a pricticas que ya se
estin desarrollando e impulsar procesos de modernizacién y aproximacién de la
administracién a la ciudadanta.

En cuanto a normativa ordinaria, es de destacar la Ley gallega 4/2006, de 30
de junio, de transparencia y buenas pricticas en la administracién publica gallega,
dirigida a dar efectividad al derecho a una buena administracién, por medio de
una serie de previsiones referidas a distintos dmbitos y procesos de la actuacién
administrativa. Se basa, entre otros, en los principios de procurar la satisfac-
ci6n del interés general en la toma de decisiones; garantizar la transparencia, efi-
cacia y eficiencia en la organizacién y gestién publica; proporcionar y difundir
informacién constante, veraz, objetiva y clara sobre la actuacién del sector pibli-
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co autondémico; potenciar su accesibilidad y receptividad; fomentar y favorecer
la participacién de los ciudadanos en los asuntos piblicos; mantener un didlogo
abierto, transparente y regular con asociaciones representativas y con la sociedad
civil, o impulsar el empleo de técnicas informiticas y telemiticas. Para ello, la Ley
regula el crerecho a la informacién de los administrados, las cartas de servicios, la
publicidad de la programacién administrativa; la aplicacién de los medios electré-
nicos, informiticos y telemdticos; la participacién abierta de los ciudadanos en la
elaboracién de disposiciones de caricter general, de las que se deba dar informa-
cién en las paginas web de las administraciones, y cuyas sugerencias deben ser
objeto de un informe final; el régimen de los contratos piblicos y de los conve-
nios de colaboracién y concesién de servicios ptiblicos, y de la actividad de fo-
mento. En fin, los principios éticos, de transparencia y de actuacién aplicables a
los miembros del Gobierno y a los altos cargos de la administracién.

En el tratamiento sectorial de la materia de transparencia administrativa, pro-
bablemente mis efectivo, cabe destacar el Decreto 124/2006 de Castilla-La Man-
cha, que regula la publicidad de las actas y los acuerdos de las comisiones de
urbanismo, retrotrayéndose a los cinco afios anteriores. La transparencia y par-
ticipacién ciudadana también se hace ostensible, por ejemplo, en la regulacién del
Consejo de los Consumidores y Usuarios de Andalucia, al que la Administracién
debe consultar en la elaboracién de normas, pliegos de condiciones de contratos
a empresas concesionarias de servicios esenciales, tarifas de servicios piiblicos, etc.
En este mismo campo, la Ley aragonesa 16/2006, de proteccién y defensa de con-
sumidores y usuarios, entre otros aspectos, moderniza la regulacién protectora y,
en concreto, la inspeccién y el dereclf)lo sancionador en la materia.

En relacién con los instrumentos de la accién publica y el régimen juridico de
la actuacién administrativa, debe sefialarse en Navarra la Ley Foral 6/2006, de 9
de junio, de contratos piblicos, que procede a incorporar decidida y ampliamen-
te las directivas comunitarias sobre contratos piiblicos y crea nuevos sistemas de
recurso para hacer eficaz el cumplimiento de sus disposiciones, alcanzando tam-
bién a las empresas y sociedades de caricter piblico, todo ello anticipindose a la
aprobacién de la ley estatal de contratacién del sector ptiblico, atin en tramitacién.

Son multiples las disposiciones que intervienen en el campo genérico de la ad-
ministracién electrénica. A titulo (?e ejemplo, sefialamos, en Aragén, el Decreto
228/2006, que regula la administracién y los procedimientos electrénicos; la
Comunidag de Madrid, por Decreto 94/2006, regula la utilizacién de la firma
electrénica en las relaciones de los ciudadanos con la Administracién.

En fin, se resefia, por su voluntad innovadora, la Ley de la Comunitat Valen-
ciana 5/2006, que crea la Agencia Valenciana de Evaluacién y Prospectiva, dirigida
a la calidad universitaria y a la prospectiva en el desarrollo cientifico y tecnolégico.

Administraciones sectoriales y entes instrumentales
En los ultimos afios ha ido creciendo el interés, y la preocupacién, por la enor-

me difusién en las CCAA de las mds variadas férmulas organizativas en la creacién
y regulacién de entes instrumentales de todo tipo con personalidad juridica dife-
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renciada y regimenes de actuacién de lo mis diverso. Ello se produce en todos los
ambitos de la accidn piiblica, ya sea para el ejercicio de funciones administrativas
—coordinacién y gestién de transportes, politica urbanistica y de vivienda-, ya sea
para la prestacién de servicios publicos —sanitarios, asistenciales, etc.— como para
la realizacién de obras piiblicas, actividades econémicas, sociales, culturales, de
promocién y fomento, etc.

En 2006 se contabilizan mds de 20 disposiciones de creacién de agencias, ins-
titutos, sociedades anénimas, etc., a los que luego se hard mencidn especifica. Lo
que se quiere resaltar es que no se observa ficilmente una légica de fondo en la
adopcién de una u otra férmula organizativa, en la sujecidn, o no, al derecho
administrativo, o bien al derecho privado. La sistemitica que intent6 adoptar la
LOFAGE, y a su sombra bastantes CCAA, salta por los aires por la via de las
excepciones, los regimenes singulares «ad hoc». Las razones que pudieran en su
momento justificar la famosa «huida al derecho privado» se han relativizado
enormemente con el tiempo. El derecho de la contratacién piblica, que salié por
la puerta de la eficacia y la flexibilidad, ha entrado de nuevo por la ventana del
derecho comunitario europeo. La via de escape a los limites del endeudamiento
y a la estabilidad presupuestaria ha sido desmentida por la aplicacién del Sistema
europeo de cuentas (SEC 95).

Asi pues, la razén de més peso que resta para justificar que se continie con
esta tendencia no es otra que la huida del derecho de la funcién piblica, o miés
especificamente, del sistema retributivo de la funcién piblica. Una observacién
de la realidad, una investigacién aplicada que requeriria mayores desarrollos,
pone ficilmente de manifiesto que se producen verdaderos «vaciados» de direc-
ciones generales enteras, y ain de consejerias, cuyos efectivos, especialmente los
directivos, pasan a integrarse en la plantilla de sociedades anénimas piiblicas sin
més limites retributivos que los que fije el consejo de administracién, con con-
tratos de alta direccién, acompafiados de la difusién de pricticas compensatorias
complementarias, via pdlizas de seguros, etc. No es ficil percibir otra explicacién
sustantiva, a parte de la que pueda consistir en la captacién de capital privado en
sociedades mixtas.

Asi las cosas, habrd que ir pensando en la reconduccién del fendmeno a reglas
previsibles, a criterios objetivables, a mecanismos de control parlamentario més
eficaces. Acaso no sea todavia el momento para pensar en aquella iniciativa ita-
liana de finales de los afios setenta —después reducida a poco- cuya ley se titula-
ba «di soppressione degli enti inutili».

Por ahora, puede traerse a colacién el art. 71.6 del nuevo Estatuto de Auto-
nomia de Catalufia que dispone: «Las leyes deben regular la organizacién de la
Administracién de la Generalitat y deben determinar en todo caso: a) Las moda-
lidades de descentralizacién funcional y las distintas formas de personificacién
ptblica y privada que puede adoptar la Administracién de la Generalitat. b) Las
formas de organizacién y de gestién de los servicios piiblicos. ¢) La actuacién de la
Administracién de la Generalitat bajo el régimen de derecho privado, asi como
la participacién del sector privado en la ejecucién de las politicas publicas y la
prestacién de los servicios publicos».
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En este contexto cabe destacar, en la produccién normativa de 2006, como
norma de alcance mis general, la Ley de Galicia 12/2006, de fundaciones de inte-
rés gallego, que contiene una regulacién especifica para las fundaciones del sec-
tor publico de Galicia que merece la pena reproducir (art. 60):

1. Las fundaciones del sector piblico de la comunidad auténoma no podrin
ejercer potestades ptiblicas. Unicamente podrin realizar actividades relaciona-
das con el imbito competencial de las entidades fundadoras, debiendo contri-
buir a la consecucién de sus fines, sin que ello suponga la asuncién de la titulari-
dad de las competencias de las mismas, salvo previsién legal expresa.

2. El protectorado de estas fundaciones seri ejercido por el departamento de
la Xunta de Galicia que ejerza las competencias correspondientes a los fines de la
fundacién.

3. Las fundaciones ptiblicas cuya dotacién fundacional fuera totalmente apor-
tada por la Xunta de Galicia, o en las que esta tenga un control anélogo al que
ejerce sobre sus propios servicios o unidades, tendrin la consideracién de medio
propio e instrumental a los efectos previstos en el articulo 3 de la Ley de
Contratos de las Administraciones Publicas. En estos casos, la Xunta de Galicia
podri encomendarles la ejecucién de obras, suministros o servicios piiblicos de
su competencia. Las encomiendas se instrumentarin a través de encargos de rea-
lizacién obligatoria, cuya ejecucién supervisari el ente encomendante. En los
casos en que para la efectividad de la encomienda la fundacién piblica precisara
prestaciones por parte de terceros, su adjudicacién quedard sometida a la Ley de
contratos de las administraciones piblicas en los términos previstos en la pre-
sente ley.

4. En materia de presupuestos, contabilidad y auditoria de cuentas, las funda-
ciones previstas en este capitulo se regirin por lo dispuesto en el Decreto
Legislativo 1/1999, de 7 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley de régimen financiero y presupuestario de Galicia.

Al margen de esta regulacidn genérica de las fundaciones piblicas, que pone
de manifiesto su amplio alcance, resefiamos, seglin se anuncié antes, la creacién
de entes publicos de todo tipo.

En Andalucia, la Ley 2/2006, de 16 de mayo, de creacién de la Agencia Anda-
luza de Cooperacién Internacional para el Desarrollo, la Ley 3/2006, de 19 de
junio, de creacién de la Empresa Puiblica Sanitaria Bajo Guadalquivir y la Ley 10/
2006, de 26 de diciembre, del Instituto Andaluz de Prevencién de Riesgos
Laborales

— En las Islas Baleares, la creacién de cuatro empresas piblicas en materia de
juventud, dos de ellas transferidas a los consejos insulares correspondientes; y
otra empresa publica en materia de cooperacién al desarrollo. Ademds, la Ley
8/2006, de 14 de junio, de creacién del Consorcio de Transportes de Mallorca.

- En Cantabria, la Ley 9/2006, de 29 de junio, de creacién de la Entidad Pibli-
ca Empresarial Puertos de Cantabria.

- En Castilla-La Mancha, la creacién del Instituto de Consumo, como orga-
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nismo auténomo, y de la empresa piiblica «Gestién ambiental de Castilla-La
Mancha, S.A.».

— En Castilla y Ledn, el Instituto de la Juventud, y la «Sociedad Piblica de
Medio Ambiente de Castilla y Leén, S.A.».

— En Catalufia, la Ley 6/2006, de 26 de mayo, de creacién de la Agencia Cata-
lana de la Juventud. Asimismo, la regulacién y creacién de férmulas consorcia-
les para la gestidn territorial del servicio sanitario, con participacién del Servicio
cataldn de fa Salud y de los Entes locales afectados.

— En la Comunitat Valenciana, la Ley 3/2006, de 12 de mayo, de creacién del
Consell Valencia de I’Esport y la Ley 5/2006, de 25 de mayo, de creacién de la
Agencia Valenciana d’Avaluacié i Prospectiva (AVAP).

— En Extremadura, se aprueba la estructura orgénica y los Estatutos de la
Agencia extremeiia de la vivienda, el urbanismo y el territorio, que cubre pricti-
camente toda la actuacién publica en este amplio sector.

— En Galicia, la Ley 1/2006, de 5 de junio, del Consejo Agrario Gallego.

~En LaRioja, la Ley 3/2006, de 17 de marzo, de creacion de la Agencia del Co-
nocimiento y la Tecnologia y la Ley 4/2006, de 19 de abril, del Instituto de Es-
tudios Riojanos.

— En la Comunidad de Madrid, la creacién por decreto del Instituto de
Medicina Legal y el Instituto regional de Cualificaciones. Se autoriza, por acuer-
do del Gobierno regional, que la empresa piblica ARPEGIO constituya una
Fundacién privada.

— En la Regién de Murcia podemos seiialar: la Ley 1/2006, de 10 de abril, de
creacién del Instituto Murciano de Accidn Social; la Ley 2/2006, de 10 de abril,
de modificacién de la Ley 4/2005, de 14 de junio, del ente piblico del agua; la
Ley 3/2006, de 8 de mayo, de creacién de la Entidad Publica del Transporte de
la Regién de Murcia, y la Ley 9/2006, de 23 de noviembre, del Instituto de Fo-
mento de la Regién de Murcia

— En Navarra, la creacién de la Agencia Navarra de Emergencias

- En el Pais Vasco, la Ley 1/2006, de Aguas, prevé la constitucién de la Agen-
cia Vasca del Agua.

— En La Rioja, la Ley 3/2006, de 17 de marzo, de creacién de la Agencia del
Conocimiento y la Tecnologia, como entidad ptblica empresarial, y la Ley
4/2006, de 19 de abril, del Instituto de Estudios Riojanos, que da al mismo la
naturaleza de organismo auténomo, y los correspondientes decretos por los que
se aprueban los respectivos estatutos.

Organos estatutarios de garantia y control

Como decia, en la mayoria de los procesos de reforma de los estatutos se ha
procedido a elevar a rango estatutario, cuando no lo tenfan, la configuracién nor-
mativa bdsica de las instituciones que acompafian al Parlamento, el presidente y
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el Gobierno: consejos consultivos, defensores del pueblo, érganos de fiscaliza-
cién de cuentas, 6rganos de participacién econémica y social, asi como autori-
dades independientes como los consejos audiovisuales o de las autoridades de
proteccién de datos. Por regla general, destaca la mayor «densidad normativa»
con que los estatutos regulan estas instituciones, aunque con distintas formula-
ciones.

Asi, el Estatuto de la Comunitat Valenciana en relacién con el Consell Juridic
Consultiu, y el de Andalucfa en relacién con su Consejo Consultivo, coinciden
en configurarlos como érganos consultivos no sélo del Gobierno y de la Admi-
nijtrdacién autonémica, sino también de las entidades locales y atin de las univer-
sidades.

Por su parte, el Estatuto de Catalufia confirma el hecho diferencial de mante-
ner dos miximos 6rganos consultivos: por un lado, se otorga rango estatutario a
la Comisién Juridica Asesora como miximo érgano consultivo del Gobierno
(art. 72.1). Por otro lado, el Consell Consultiu viene a ser sustituido por el
Consell de Garanties Estatutaries (art. 76), al que ya nos referimos el afio pasa-
do: se confirma su intervencién previa, como hasta la fecha, sobre proyectos y
proposiciones de ley, recursos de inconstitucionalidad y conflictos de competen-
cia. Ademds, se afiade una intervencién especifica en proteccién de la autonomia
local garantizada por el propio Estatuto. Lo mis llamativo, y delicado, es el
caricter vinculante que se atribuye al dictamen sobre los proyectos y proposi-
ciones de ley cuando desarrollen o afecten a los derechos reconocidos en el pro-
pio Estatuto. La ley que regule el Consell, o el reglamento parlamentario,
habrén de especificar los términos de esta vinculacién, asi como la composicién,
eleccién, mandato, etc. de sus miembros, puesto que el Estatuto lo tnico que
apunta es que dos tercios de los miembros son nombrados por el Parlamento y
un tercio por el Gobierno.

La propuesta de reforma del Estatuto de Aragén incluye el Consejo Consul-
tivo, que reemplaza a la Comisién Juridica Asesora, el Consejo Econémico y So-
cial y la Cdmara de Cuentas.

En cuanto a la actividad normativa ordinaria, podemos sefialar algunas nove-
dades. Asi, Asturias modifica la Ley y el Reglamento del Consejo Consultivo,
para establecer un umbral minimo de seis mil euros para determinar el caricter
preceptivo de la consulta respecto de las reclamaciones e responsabilidad patri-
monial. En la Comunitat Valenciana, la Ley 10/2006, de medidas fiscales, ha afia-
dido una disposici6én adicional tercera a la Ley del Consell Juridic Consultiu por
la que se deslegaliza la fijacién de la cuantia de las reclamaciones, que se fijard por
decreto.

En Cataluiia, por Decreto 69/2006, de 11 de abril, se aprueba el Reglamento de
la Comisién Juridica Asesora, a propuesta de la misma, en desarrollo de la nueva
Ley de 2005. El texto incluye instrumentos que contribuyen a garantizar la auto-
nomia orginica y funcional, la objetividad e imparcialidad, asi como el rigor en su
actuacién. Por su parte, la Ley 11/2006, de 19 de julio, modifica la Carta Municipal
de Barcelona, y adapta el articulo 66.5 de la Carta a lo dispuesto por el Decreto
legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto refundido de la
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Ley de urbanismo, segiin el cual el dictamen de la Comisién Juridica Asesora es
preceptivo en los supuestos de aprobacién definitiva de planes que comporten
una modificacién de zonas verdes o espacios libres cuando lo solicita un tercio
del nimero legal de miembros de la Comisién de Urbanismo de Catalufia.

En el Pais Vasco también se aprueba, por Decreto 167/2006, el reglamento de
organizacién y funcionamiento de la Comisién Juridica Asesora, en desarrollo
de la Ley de 2004.

Por su parte, La Rioja regula mediante Ley 6/2006, de 2 de mayo, la figura del
Defensor del Pueblo Riojano, incorporada en la reforma estatutaria de 1999
como figura aniloga al Defensor del Pueblo, en defensa de los derechos y liber-
tades ciudadanas, pero también mas globalmente, del ordenamiento juridico rio-
jano y del Estatuto de Autonomia. Junto a las funciones tipicas de supervisién de
las Administraciones autonémica y local, se afiaden las de instar a los érganos
legitimados para que interpongan los recursos o conflictos pertinentes en defen-
sa del ordenamiento riojano. Es elegido por el Parlamento, por mayoria de tres
quintos, por un periodo de cinco afios, pudiendo ser reelegido una sola vez.

En Asturias se pone de manifiesto la falta de entendimiento entre el Parla-
mento regional y la Sindicatura de Cuentas, que desemboca en la modificacién
de su Ley reguladora por la Ley 3/2006, de 10 de marzo, que fija determinadas
limitaciones a la autonomia orgénica y funcional del érgano fiscalizador (publi-
cidad de acuerdos, retribuciones, etc.).

Autoridades independientes y 6rganos generales de participacién

Se sigue el proceso de desarrollo de la normativa referida a dicho tipo de ins-
tituciones, dirigidas a la garantia de derechos, aunque también se pone de mani-
fiesto la dificultad de respetar la independencia que se pretende reconocer a las
mismas.

El sector audiovisual es, desde luego, el mis sensible. Resefiamos, en la Co-
munitat Valenciana, la Ley 1/2006, del sector audiovisual, que crea el Consell
Audiovisual, como 6rgano independiente y se remite a una ley posterior para la
regulacién de su composicién funcionamiento y competencias. Respecto del
Consejo Audiovisual de Andalucia, creado el afio anterior, se sefiala la aprobacién
de su reglamento orgdnico y de funcionamiento. En cambio, por ley autonémica
2/2006, es suprimido el Consejo Audiovisual de la Comunidad de Madrid, a
resultas de la polémica politica y mediitica surgida en torno a ciertas resoluciones
del Consejo Audiovisual de Catalufia, asi como de la critica politica por el fun-
cionamiento de «Telemadrid». En efecto, el Consejo Audiovisual de Catalufia
adopté determinadas advertencias en relacién a medios de 4mbito estatal nota-
blemente criticos con el gobierno autonémico que levantaron fuertes —e inapro-
piadas— objeciones de censura.

En cualquier caso, tanto el Estatuto de Catalufia como el de Andalucia y la
propuesta de Baleares, otorgan rango estatutario al Consejo Audiovisual en tan-
to que autoridad independiente reguladora del sector.
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Por lo que se refiere a las instituciones de garantia de la privacidad y de pro-
teccidn de datos, el Estatuto de Catalufia prevé la creacién de una autoridad inde-
pendiente (art. 31), designada por el Parlamento, a diferencia de la actual Agencia
Catalana de Proteccién de Datos, cuya directora es nombrada por el Gobierno.

En fin, se sefiala la creacién y regulacién, mediante Decreto, del Tribunal de
Defensa de la Competencia en Castilla y Le6n y en la Comunitat Valenciana.

En otro orden de cosas, por lo que se refiere a los 6rganos generales de parti-
cipacién, mis alld de los miltiples consejos y comisiones sectoriales que de forma
indiscriminada pueblan la estructura administrativa de las CCAA, debe sefialar-
se en esta ocasion la creacién en Navarra, por la Ley Foral 2/2006, de 9 de marzo,
del Consejo Econémico y Social de Navarra, como érgano consultivo de parti-
cipacién de los agentes sociales, empresarios y sindicatos.

Administracién corporativa

Por lo que se refiere a la regulacién general de las diversas corporaciones
publicas, cabe destacar la Ley de Catalufia 7/2006, de 31 de mayo, sobre ejerci-
cio profesiones tituladas y colegios profesionales. En lo que ahora interesa,
dejando de lado el ejercicio profesional, destaca en primer lugar la regulacién de
las asociaciones profesionales como organizacién distinta de los colegios. En
cuanto al régimen juridico de los colegios profesionales, se pretende hacer fren-
te a su excesiva proliferacidn, tantas veces denunciada desde estas piginas, de
modo que solo las profesiones que requieren un titulo oficial habilitante de ca-
racter universitario y que, a la vez, cumplen una funcién de especial relevancia
social podrin quedar integradas en una organizacién colegial.

Es de destacar, asimismo, la novedad que el texto incorpora respecto al régi-
men de creacién de los colegios profesionales. La Exposicién de motivos asi lo
expresa:

«El sistema vigente que remite la creacién de colegios profesionales a una ley
singular y especifica tiene el inconveniente de poder exceptuar por via de ley sin-
gular el disefio establecido por la ley general, lo cual puede producir —como ha
sucedido en algunas ocasiones~ una desnaturalizacién y diversificacién no dese-
ables del modelo colegial. Para evitar este riesgo, la propuesta normativa plantea
una opcién alternativa que combina la intervencién del Parlamento y del
Gobierno. En sintesis, esta solucién se basa en los siguientes principios: a) La
determinacién en la norma general reguladora de los colegios profesionales de
los presupuestos y requisitos necesarios que deben concurrir para la creacién
de un colegio profesional. b) La atribucién al Gobierno de la apllcacxon de la
norma general reguladora mediante decreto, pero previa intervencién favorable
del Parlamento para verificar la concurrencia de los requisitos de interés publico
y de especial relevancia social o econémica de la profesién en el caso concreto.

Este nuevo modelo de decisién ofrece ventajas evidentes respecto al vigente
marco. En primer lugar, garantiza que la decisidn se adopte siempre dentro del
marco general establecido por la Ley del Estado 2/1974, de 13 de febrero, sobre
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colegios profesionales. En segundo lugar, respeta la reserva de ley establecida por
el articulo 36 de la Constitucién espafiola, ya que el texto ahora incorpora los
pardmetros legales bajo los que se produce esta creacién. En tercer lugar, permi-
te una intervencién decisoria del Parlamento, que si bien no tiene naturaleza for-
mal de ley, incorpora materialmente los principios de transparencia, publicidad y
pluralismo propios de un debate y una (i)ecisic’)n parlamentarios. En cuarto lugar,
dota a las personas interesadas de més garantias de tutela judicial ante una deci-
sién de integracién obligatoria en un colegio profesional, en la medida en que el
decreto es recurrible en via jurisdiccional ordinaria.»

En Andalucia se aprueba el Reglamento de Colegios profesionales (Decreto
216/2006), del que destaca como mas novedosa, la regulacidn de las cartas de ser-
vicios de atencién al ciudadano y el deber de informacién.

Como ya se ha dicho, siguen proliferando las leyes singulares de creacién de
concretos colegios. Por poner unos ejemplos, en Canarias y Extremadura, el cole-
gio de ingenieros de informdtica; en la Comunitat Valenciana, el de bibliotecarios
y documentalistas; en Extremadura, el de Terapeutas ocupacionales. En Galicia,
hasta cinco leyes de creacién de colegios, incluicfo el de higienistas dentales.

Por otro lado, continda la progresiva transformacién de las viejas administra-
ciones corporativas. Asi, la Ley de Extremadura 2/2006, que incide en el régimen
de las elecciones a las cimaras agrarias; En Galicia, la Ley 1/2006 crea el Consejo
Agrario Gallego que viene a sustituir la inoperancia representativa de las cima-
ras agrarias. En Castilla y Ledn, la Ley 5/2006, de cimaras de la propiedad urba-
na, las ubica en el régimen de las asociaciones sin dnimo de lucro, una vez supri-
mido su caricter de corporaciones de derecho piiblico.

En otro orden de cosas, se sefiala, en Canarias, la aprobacién de la Ley 10/
2006, relativa a los consejos reguladores de vinos, fijando su régimen juridico y
su relacién con la Administracion autondémica

Universidades
Cabe destacar el reconocimiento for Ley 1/2006, de la Universidad privada a

Distancia de Madrid, cuyo proceso de creacién ha sido liderado por el Centro de
Estudios Financieros (CEF).



